






Aspectos de la migración por la crisis en Argelia
Mohamed Saïb Musette
Los traslados de los migrantes sólo se encuentran 
parcialmente cubiertos por los instrumentos 
internacionales y aunque las autoridades 
argelinas pueden realmente proteger a sus flujos 
de población, no existen acuerdos vigentes 
(bilaterales o multilaterales) para hacerlo.
Nos enfrentamos a un nuevo paradigma de los 
problemas migratorios tras la llamada Primavera 
Árabe, las crisis políticas, económicas y sociales de los 
países de Oriente Medio y del Norte de África. Como 
respuesta se aplicaron en los países de las costas al 
norte del Mediterráneo las resoluciones de seguridad 
adoptadas por la UE para proteger sus fronteras, lo que 
nos indica que los movimientos migratorios se enfocan 
hacia el norte aunque las consecuencias también las 
sientan países del Sur, como es el caso de Argelia.  
Desde la Primavera Árabe, Argelia se ha convertido en 
refugio para flujos de migración mixtos procedentes 
de Túnez, Libia, Egipto y Siria. En ellos hay también 
refugiados en busca de un tercer país. Muchos analistas 
ven estos flujos únicamente como una ruta de tránsito 
hacia los países europeos. Esta observación es 
correcta a medias, ya que muchos encuentran refugio 
en Argelia1. Además de la llegada de extranjeros, 
hemos observado también traslados de migrantes 
argelinos que llevaban mucho tiempo asentados en 
estos países en crisis y que ahora regresan a su país. 
Estos retornados que huyen de la falta de seguridad en 
sus nuevos países de origen puede que hayan perdido 
todos sus lazos sociales dentro de Argelia. Se sabe que 
otros migrantes argelinos se encuentran ‘atrapados’ 
en algunos de estos países, con independencia 
de que su situación fuera regular o irregular.
Históricamente se ha conocido a Argelia como un 
país de acogida para los refugiados. Después de 
cada crisis provocada por una catástrofe natural en 
el desierto del Sáhara, los africanos subsaharianos 
se suelen trasladar al sur de Argelia. Este país lleva 
desde 1975 acogiendo a refugiados saharauis en 
su territorio y a lo largo de muchos años ha estado 
recibiendo a refugiados procedentes de Costa de Marfil, 
la República Democrática del Congo y últimamente 
de Mali. Por lo menos 260.000 extranjeros residen 
en Argelia (el 0,7% de su población en 2012), más del 
75% de los cuales son refugiados, solicitantes de asilo 
y otras personas desplazadas, entre ellos migrante 
sin estatus2. En la provincia de Tamanrasset, al sur, 
conviven unas cuarenta nacionalidades distintas. 
Este nuevo contexto expone a los migrantes a difíciles 
condiciones sociales. Argelia había adoptado estrictas 
normativas con respecto a la migración, pero ha sido 
más flexible últimamente con el fin de satisfacer las 
demandas de las personas desplazadas por culpa de 
las crisis políticas en el norte de África. Pero el territorio 
argelino se está convirtiendo en una fortaleza. A pesar 
de las flexibles normas de admisión de las poblaciones 
extranjeras, las fuerzas de seguridad de la frontera han 
expulsado de Argelia a 2.766 personas. Las autoridades 
necesitan controlar 1.200 km de costa mediterránea 
‘sin asistencia, ya que Frontex sólo asiste a los países 
información apropiados que faciliten el traslado de 
personas a raíz de una crisis. También ha formado 
a decenas de miles de funcionarios de inmigración 
y gestión de aduanas en todo el mundo en materias 
como derechos humanos, Derecho de los refugiados, 
la trata de personas y la libertad de movimiento.
A finales de 2013, el Centro Africano de Desarrollo de 
la Capacidad de la OIM con sede en Tanzania llevó a 
cabo una evaluación en las regiones fronterizas que 
se encuentran entre la República Democrática del 
Congo, Sudán del Sur y Uganda. Basándose en dicha 
evaluación se llevó a cabo un taller para formadores 
de funcionarios encargados del cumplimiento de la 
ley en la República Democrática del Congo donde 
se les hacía una introducción a los marcos jurídicos 
internacionales relevantes, a técnicas para entrevistar 
a los migrantes vulnerables, registros biométricos 
de las poblaciones desplazadas, búsqueda y 
rescate, y elementos de respuesta humanitaria.
La utilidad y el impacto de la gestión humanitaria 
de las fronteras dependerá en gran medida de un 
diálogo activo e innovador entre todos los actores 
humanitarios implicados por un lado, y la policía y 
los servicios de defensa, inmigración y gestión de 
fronteras por otro para garantizar que en tiempos 
de crisis migratoria el sector de la seguridad aplique 
cada vez más los principios humanitarios y las 
normas jurídicas internacionales aceptadas. 
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La migración forzada de los ciudadanos en un mundo globalizado
Oscar A Gómez
Los actuales y contantes flujos de personas e información 
a través de las fronteras implican que cuando se produce 
una emergencia la comunidad internacional se sienta 
impelida a actuar no sólo por una cuestión de solidaridad, 
sino porque sus ciudadanos podrían estar en peligro. 
Aunque la idea de que los Estados deben cuidar de 
sus ciudadanos parece algo obvio, ¿es posible que sus 
acciones causen más perjuicios que beneficios? Las 
crisis –que no distinguen entre nacionalidades– tienden 
a provocar acciones especiales por parte de Estados 
extranjeros para ayudar a aquellos de sus ciudadanos que 
se encuentran fuera del país. Sin embargo, ni está claro 
si los Estados pueden proporcionarles lo que pretenden 
o lo que les piden, ni ser migrante es necesariamente 
un factor de vulnerabilidad; tampoco suelen ser los 
migrantes el sector de población en mayor peligro.
En marzo de 2011 la ciudad de Sendai, en Japón, 
sufrió una triple crisis: terremoto, tsunami y amenaza 
radioactiva. Como no constituye un punto turístico 
importante ni un centro de comercio internacional son 
pocas las misiones diplomáticas que se llevan a cabo 
en la ciudad. Al menos diecinueve equipos consulares 
visitaron la zona desde Tokio, al parecer con el fin de 
evaluar las necesidades de sus compatriotas. Puesto que 
la ciudad no había sido tan gravemente afectada como las 
áreas costeras, las evaluaciones no fueron la razón real 
de las múltiples operaciones de evacuación que tuvieron 
lugar entre el 13 y el 20 de marzo y que afectaron a varios 
miles de personas (a los ciudadanos naturalizados y a sus 
cónyuges japoneses se les evacuó sólo en algunos casos).
La primera evacuación oficial vino seguida de una 
oleada de desplazamientos –oficiales e informales– de 
particulares y grupos, que fueron cubiertos en gran 
medida por los medios de comunicación locales e 
internacionales. Una de las consecuencias accidentales 
de las evacuaciones oficiales fue que cundiera el 
pánico y se produjeran éxodos cuando los equipos 
consulares ofrecieron la oportunidad de abandonar la 
ciudad. En segundo lugar, se denunciaron casos en los 
que se coaccionaba a la gente para que se marchara 
porque su Gobierno le decía –como “extranjero”– que 
lo hiciera; “extranjero” es una categoría demasiado 
amplia como para merecer una acción sin diferenciar.
Por último, las evacuaciones realizadas por equipos 
consulares diferían en muchos aspectos distintos de 
los protocolos de acción humanitaria establecidos. 
Las operaciones extranjeras no ayudan a la gente que 
se encuentra en mayor peligro, ni siquiera entre sus 
compatriotas, y añaden presión sobre los escasos 
recursos. El énfasis que se pone sobre los ciudadanos 
extranjeros nacionalizados durante las crisis está 
orientado mayoritariamente a lidiar con la opinión pública 
y con la logística en sus países de origen, no para abordar 
la seguridad real de las personas en la zona del problema. 
No existen soluciones sencillas para esta particular forma 
de migración forzada voluntaria. Una de las principales 
raíces del problema se basa en la estresante idea de la 
responsabilidad del Estado y en cómo se ha prestado 
muy poca atención al concepto de “pertenencia”, es 
decir, a la posibilidad de considerarse uno mismo 
como miembro del sistema gubernamental local –si 
no del nacional– con derecho a recibir protección en 
tiempos de crisis como cualquier otra persona. En 
el contexto de un mundo globalizado tendremos que 
reconocer que la escala de la movilidad humana está 
haciendo que las respuestas convencionales ante 
situaciones de crisis resulten, a veces, inapropiadas. 
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del Norte’ así como 6.000 km de fronteras terrestres. 
En 1994 cerraron sus fronteras con Marruecos y ahora 
se han visto obligados a fortificar sus fronteras con 
Libia (diciembre de 2012), con Mali (enero de 2013) 
y Túnez (agosto de 2013) a causa de la creciente 
magnitud de la trata transfronteriza y de los delitos 
transnacionales3 derivados de la crisis en esta región.
Estos traslados de migrantes sólo se encuentran 
parcialmente cubiertos por los instrumentos 
internacionales y, aunque las autoridades 
argelinas pueden realmente proteger a sus flujos 
de población, no existen acuerdos vigentes 
(bilaterales o multilaterales) para hacerlo.
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1. Véase Mixed Migration Flows to, through and from Algeria (Flujos 
de migración mixtos hacia, desde y a través de Argelia) Centro 
Internacional para el Desarrollo de Políticas Migratorias.
2. Recopilación de datos realizada por el autor. Véase también 
http://esa.un.org/unmigration/migrantstocks2013.htm?msdo.
3. Ministerio de Defensa de Argelia, Investigación criminal  
www.mdn.dz/site_cgn/index.php#undefined 
